Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 35 minutos) 


La Comisión de Ciencia y Tecnología tiene el agrado de recibir al Consejo de Rectores de 
Universidades Privadas del Uruguay, a fin de escuchar sus opiniones sobre el proyecto de ley que 
estamos considerando sobre Agencia Nacional de Investigación e Innovación. 


Aclaro a nuestros visitantes que algunos miembros de la Comisión han avisado que llegarán 
un poco más tarde pero, de todas maneras, contamos con la versión taquigráfica. 


Los escuchamos con todo placer. 


SEÑOR BRITO.- Soy Rector de la Universidad de Montevideo y he comenzado la intervención, porque 
desempeño la secretaría pro témpore del Consejo de Rectores de Universidades Privadas, que son 
cuatro. 


Agradecemos a los miembros de la Comisión que nos hayan recibido y esperamos poder 
respetar cabalmente la media hora asignada y que la misma sea fecunda para el trabajo de la 
Comisión, así como para nosotros. 


Hemos considerado el proyecto de ley y sus antecedentes, es decir, la ley vigente. El 
representante titular del Consejo de Rectores, a nivel de CONICYT, es el ingeniero Omar Paganini, 
aquí presente y el representante alterno es el contador Leonardo Veiga, que también se encuentra con 
nosotros. De manera que, con la autorización de la Comisión, solicitamos a ellos que expongan el 
punto de vista del Consejo de Rectores, sin perjuicio de que nosotros, ocasionalmente, podamos ir 
haciendo algunas precisiones. 


SEÑOR PAGANINI.- Junto con el contador Veiga, integramos la delegación de las Universidades 
privadas al Consejo Nacional de Innovación, Ciencia y Tecnología -CONICYT-, designado a fin del año 
2005 por el Gobierno. En ese ámbito se viene procesando una discusión bastante intensa y detallada 
sobre este proyecto de ley, que ha tenido una serie de idas y venidas y diferentes alternativas. Hace 
poco tiempo estuvo en esta Comisión la Mesa Operativa del CONICYT, dando cuenta de los avances 
en esa propuesta, ya que a partir de un proyecto inicial del Poder Ejecutivo, se habían solicitado 
algunas modificaciones, que comunicamos en esa oportunidad. Como nuestra delegación había 
participado activamente de esas instancias de trabajo en el CONICYT y habíamos propuesto, incluso, 
varias de esas modificaciones, nosotros adheríamos plenamente al proyecto modificado presentado 
por el Gabinete Ministerial de la Innovación, o sea, no el proyecto presentado en primera instancia, sino 
el que se elaboró más adelante. 


Lo que nos parece más relevante a destacar dentro de la nueva institucionalidad de la 
ciencia y la tecnología, es el lugar que se le da a los mecanismos concursables. Creemos que para 
desarrollar con calidad y con dinamismo un sector excelente en ciencia y tecnología, es central que 
existan los mecanismos concursables. Entonces, esta Agencia Nacional de Investigación e Innovación 
nos parece un mecanismo idóneo para ello, en la medida en que habilita a una entidad, con 
lineamientos del Poder Ejecutivo, a ejecutar programas y proyectos que dan lugar a estos mecanismos 
concursables, a la vez que abren el escenario para la cooperación entre instituciones y para el 
encuentro entre la producción y la academia, lo cual también se hace exigiendo niveles de calidad a 
partir de dichos mecanismos concursables. Ese ha sido nuestro mayor interés, que fue contemplado en 
los acuerdos iniciales que se lograron en el CONICYT y que está reflejado en el texto que los señores 
Senadores manejan. 


Por lo tanto, más allá de muchos compromisos que existieron en cuanto a cómo se integraba 
el Directorio y qué potestad tenía, nos pareció que se había llegado a una fórmula razonable, lo cual 


apoyamos. 


Posteriormente, con el contador Veiga nos gustaría realizar algunas reflexiones sobre 
alternativas que ahora se están manejando -si bien esto se ha manejado fuera del ámbito del 
CONICYT, nos han llegado diversos trascendidos al respecto- , que modificarían esto. Por ejemplo, 
sabemos que se está pensando en cambiar la integración del Directorio de la Agencia, así como 
también que en esta ley se está tratando de definir la integración del CONICYT. Este tipo de temas 
quizás ameriten algún comentario pero, en esta instancia, en términos generales, queremos señalar 
que nos parece muy importante el instrumento que se crea con esta Agencia Nacional de Innovación. 
Además, creemos que es relevante el hecho de que cuente con un Consejo Consultivo que representa 
a amplios sectores vinculados con esta problemática, así como también que no solamente se trata de 
un órgano ejecutivo, sino que tiene un importante rol a cumplir, ya que se le está asignando un lugar a 
las fuerzas sociales en un sentido más amplio para que puedan expresar su interés en esta temática. 


Por último quiero expresar que, por lo menos en esta oportunidad, venimos a dar nuestro 
apoyo a esta iniciativa. 


SEÑOR VEIGA.- Si los señores Senadores están de acuerdo podríamos comenzar a analizar las 
modificaciones que se están planteando con relación al proyecto de ley original del Gabinete y que 
cuenta con el apoyo del CONICYT. 


Estas cuestiones son extremadamente discutibles. En realidad, nunca hay una posición 
meridiana de qué es lo correcto, sobre todo en lo que se refiere a la representación institucional y a las 
autoridades. Pero lo que sí es cierto es que el logro de acuerdos es algo bastante difícil de concretar lo 
cual implica que una vez que ellos se establecen realizar modificaciones a las propuestas originales 
provoca algo así como abrir una caja de Pandora. Digo esto, porque una vez que una de las partes 
comienza a proponer modificaciones en la estructura institucional, abre el camino para que las otras 
puedan decir que también les gustaría realizar sus propios planteos. De esta manera se estaría 
reeditando todo un proceso de discusión que puede llegar a ser muy complicado. Me parece que 
siguiendo este criterio se introduciría un inconveniente: se estaría difiriendo en una forma importante la 
aprobación de una iniciativa de este tipo. 


Otro aspecto que quería señalar es que en el proyecto de ley original presentado por el 
Poder Ejecutivo no se propone una integración concreta del CONICYT, sino que se deja abierto para 
que sea objeto de posteriores modificaciones. A mi juicio, este tema también es discutible. Digo esto 
porque, por un lado, introducir en la ley determinada integración puede ser una ventaja, porque da 
certidumbre con respecto a quiénes van a ser los protagonistas, pero también puede tener 
inconvenientes, porque puede congelar una situación dada en el tiempo. En lo que refiere a las 
Universidades privadas, la situación en el sistema universitario ha sido sumamente dinámica. Al día de 
hoy, las universidades privadas representan casi la tercera parte de los egresados del sistema 
universitario. Es más, si hacemos una proyección de los últimos diez años, indicaría que esa situación 
dinámica se seguirá manteniendo. Por lo tanto, sería bueno que cuando se manejen este tipo de 
asuntos se contemple, en primer lugar, lo que ya es una realidad y, en segundo término se tome en 
consideración como es su evolución, tratando de evitar soluciones que pueden llegar a tener 
dificultades para acompasarse a una realidad que es muy dinámica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera aclarar que la Comisión no ha profundizado en el tema, sino que está 
escuchando las opiniones de los distintos actores. Digo esto porque, hemos recibido al CONICYT y 
ahora a la delegación aquí presente. Este es un programa primario, pero tenemos una gran 
preocupación que es el tiempo, porque la voluntad del Poder Ejecutivo -así como de la Bancada 
parlamentaria- es que antes de fin de año se sancione una iniciativa de esta naturaleza, porque es de 
interés para el país, porque consideramos que tiene que introducirse un elemento nuevo desde el 
punto de vista institucional que dinamice el vínculo de la investigación científica con la innovación 
tecnológica y porque desde ese punto de vista sería una muy buena señal. Además, se puede apelar a 
créditos internacionales con el BID y con el Banco Mundial que se han venido tramitando durante este 
tiempo y que para que sean posibles demandan contrapartidas institucionales claras sobre quién va a 
gestionar en el país. En la Comisión recién hoy entraríamos a realizar un primer intercambio, 


manejando alternativas que sabemos se están discutiendo en distintos ámbitos. En principio, habíamos 
creído que esto iba a ser más sencillo, porque venía una propuesta del CONICYT que ya incorporaba 
modificaciones al proyecto original. Sin embargo, en la medida en que se ha ampliado el debate y 
demorado un poco más en el tiempo, han surgido ideas en distintos ámbitos, entonces, veremos a qué 
resultado se llega como producto final. De cualquier manera, debo decir que los tiempos no son 
extensos y hay temas jurídicamente muy complejos. Por ejemplo, es muy complejo darle una forma 
legal al gabinete de la innovación y una base legal a algo creado por decreto, que supondría una 
iniciativa del propio Poder Ejecutivo. En intercambios primarios se habló de ¡jerarquizar el CONICYT y 
de darle mayor peso, siempre y cuando la ejecutividad del sistema se mantenga. Esa es una idea que, 
en principio, se puede compartir. Incluso, existe la idea de definir un poco más los criterios de 
integración -no de fijarlos por ley- y hay amplitud desde ese punto de vista. De pronto, la 
representación del Estado podría ser un tercio y, por mi parte, me afilio a esa idea, aunque no hemos 
realizado intercambios al respecto. Habría representación de las empresas públicas o de los gobiernos 
departamentales y, otro tanto, del área académica y de la sociedad civil. Ese es un modelo que se 
sigue en distintas partes del mundo pero, como dije, aún no hemos realizado ningún intercambio. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Podríamos estar trabajando durante meses para hacer una ley perfecta o lo 
más perfecta posible, pero lo que acá hay que comenzar es un proceso y luego, tendremos tiempo 
para realizar las modificaciones que nos dicte la práctica. En esa relación con la práctica iremos 
mejorando y aprendiendo porque, si bien se recogen experiencias de otros lados, esto es nuevo en el 
país. Entonces, empecemos por un primer escenario donde funcione el Gabinete, donde la Agencia 
sea el instrumento concreto y veamos cómo marcha. Este es un proyecto de muy largo plazo, pero si 
ingresamos en el camino del perfeccionismo, no lo vamos a aprobar. Es probable que queden colas en 
el proyecto o que no todo el mundo salga conforme, pero para algunos lo más importante es comenzar 
porque, de no ser así, quedamos en una especie de pantano. Los mismos actores del proceso, los que 
concursen por esos fondos y hagan las investigaciones, serán los que nos vayan marcando el camino. 
Por ello, para nosotros es muy importante escuchar y tratar de resolver, porque tenemos como objetivo 
aprobar el proyecto este año. 


Sabemos que en la otra Cámara recién se ha creado la Comisión y, probablemente, al ser 
más nueva tenga algunas dificultades. Sin embargo, ya hemos hablado con los compañeros Diputados 
y les hemos dicho que pensamos que el proyecto debería estar aprobado este año. 


SEÑOR BRITO.- En la misma línea de lo expresado por la señora Senadora, quiero decir que los 
tiempos urgen. 


Ahora bien, luego de recoger lo planteado por los representantes del Consejo de Rectores de 
las Universidades Privadas, en el CONICYT, me gustaría realizar algunas precisiones que, a mi juicio, 
pueden ayudar a que el proyecto de ley que, tal como está, encierra cierta dificultad o contradicción, 
contemple alguna solución. Concretamente, me refiero al CONICYT que, en el Capítulo VII, artículo 23 
del proyecto, es calificado como organismo consultivo. Allí se dice que será un órgano de 
asesoramiento de la Agencia, así como de consulta del Gabinete Ministerial de la Innovación, del Poder 
Ejecutivo y del Poder Legislativo en general, en materia de políticas de Ciencia, Tecnología e 
Innovación. Me parece que de manera correcta aquí está definida y precisada su competencia como un 
órgano de consulta. 


Sin embargo, más adelante, en el artículo 24 E), se establece que lo que le corresponde o 
compete es supervisar el funcionamiento de los diferentes programas de la Agencia Nacional de 
Investigación e Innovación. En función de esto, entonces, no parece muy armonizable que un órgano 
de consulta y de asesoramiento sea el supervisor, porque el supervisor es quien ejerce una especie de 
jerarquía en el ámbito de la organización administrativa. Creo que este es un aspecto que se puede 
corregir. 


Asimismo, quiero hacer referencia al carácter preceptivo de la consulta, de la opinión que se 
recabe o reclame al CONICYT. Este es un tema que fue muy discutido, tal como lo indicó el ingeniero 
Paganini en ocasión de informarnos al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Precisamente, en el inciso A) del artículo 24 se dice: “...En particular, tendrá 
opinión preceptiva sobre el Plan Estratégico Nacional en Ciencia, Tecnología e Innovación (PENCTI) 
elaborado...”, y continúa la redacción. Quizá se refiere a este aspecto. 


SEÑOR CID.- El término “preceptivo” fue motivo de discusión específica y puntual, porque él admite 
una sola interpretación: es preceptivo y determinante. Sin embargo, la representación del Ministerio de 
Educación y Cultura entendió que ese no debía ser el alcance del término. Por lo tanto, supongo que 
en la Comisión este punto tendrá que ser objeto de análisis, a efectos de poder adaptar la redacción a 
los criterios de lo que se está impulsando por parte del Gobierno. 


SEÑOR LONG.- En la misma línea de lo expresado por el señor Senador, quiero decir que debemos 
clarificar cuál es el alcance del término “preceptivo”; esto es, si es vinculante, como lo plantean los 
representantes de cierta organización o no lo es, tal como lo sostiene la Dirección de Ciencia y 
Tecnología del Ministerio. Este será un tema muy importante sobre el que debamos debatir. 


SEÑOR BRITO..- En realidad -y tal como lo señaló el señor Senador Cid-, la palabra “preceptivo” tiene 
un sentido: es algo de precepto y, por lo tanto, obligatorio. No obstante, esto nos lleva a otro aspecto, 
que es el de si el pronunciamiento del CONICYT tendrá o no eficacia vinculante. Digo esto, porque 
parecería que ello no fuera así. Creo que es de precepto que se pronuncie, pero no es de precepto el 
efecto vinculante de su pronunciamiento. Esto no es un juego de palabras; es algo muy importante que 
conviene esté bien precisado en la ley para evitar futuras dificultades de funcionamiento. Entonces, si 
el pronunciamiento del CONICYT va a ser preceptivo, no parece muy razonable que sea vinculante, 
salvo que se estableciera tan claramente que no diera lugar a ningún tipo de duda. Seguramente los 
señores Senadores conocen muy bien el régimen de las Comisiones asesoras en materia de licitación; 
dichas Comisiones deben pronunciarse, pero su pronunciamiento no es vinculante. Si la autoridad 
pública se aparta o no sigue el pronunciamiento, debe fundamentar su decisión. Aquí no estamos 
hablando más que de un órgano de asesoramiento o de opinión preceptivo, lo que significa que tiene 
que pronunciarse para que se pueda seguir adelante, pero su pronunciamiento no es vinculante. 


Simplemente, teniendo en cuenta lo explicado por el ingeniero Paganini en la reunión 
correspondiente del Consejo de Rectores, quería dejar este aspecto bien en claro. Realmente, no debe 
quedar ninguna duda acerca de que el pronunciamiento del CONICYT es obligatorio, es decir, el 
organismo debe pronunciarse pero, en cuanto a los efectos, el mismo no es vinculante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando la Comisión recibió a la delegación del CONICYT a los efectos de 
intercambiar ideas sobre el tema, entendió que era obligatorio recabar la opinión previa, pero que de 
ello no se desprendía que hubiera que seguir necesariamente lo que establecía esa opinión. Quedó 
claro que se trataba de dos cosas distintas. Por nuestra parte, estamos bastante acostumbrados a ese 
sistema, dado que todas las Comisiones Parlamentarias son asesoras del Plenario, por decirlo así. 


SEÑOR PAGANINI.- Precisamente, hay un aspecto similar en el último inciso del artículo, donde se 
dice que en las resoluciones referidas a los literales d), e) y f), el Directorio de la Agencia -está 
refiriéndose a él- recabará opinión previa del CONICYT, organismo que tendrá días para expedirse, 
etcétera, etcétera, señalando luego que su dictamen no será vinculante. Estas dos cláusulas estaban 
unidas en la discusión y, finalmente, se llegó a un entendimiento por el cual esto queda más claro, 
dado que aquí no se habla de “preceptivo”, sino que se dice que no será vinculante. 


Simplemente, quería aportar esto, pues considero que es el otro punto de contacto entre el 
CONICYT y la Agencia, para el otro lado. 


SEÑOR CID.- Señor Presidente: creo que los aportes hechos por el doctor Brito justifican que ese 
punto sea solucionado o aclarado. Por algo tenemos lecturas diferentes sobre el alcance de esto; de 
hecho, si uno consulta el Diccionario de la Real Academia para saber qué quiere decir el término 
“preceptivo”, se encuentra con que significa “vinculante”. Entonces, evidentemente, habrá que abrir una 
discusión sobre el punto en la Comisión misma, para dejar esto bien en claro. 


SEÑOR LONG..- Creo que el señor Presidente ha sintetizado bastante bien la situación. 


Hay una serie de temas en los que todos coincidimos; incluso, estamos todos de acuerdo 
con lo importante que es que estas cosas no demoren o no se eternicen, pero sí que se debatan 
adecuadamente. Asimismo, coincidimos en que hay algunos efectos que, en cualquier caso, serían 
benéficos; me refiero, por ejemplo, al acceso a ciertas formas de financiación internacional. Estamos 
hablando de recursos que serían volcados al campo de la investigación e innovación lo que, en 
cualquier caso, siempre trae consecuencias positivas. 


Es verdad que tenemos arriba de la mesa algunos problemas que son relativamente 
complicados. Uno de ellos se relaciona con la propia integración del Directorio de la Agencia de 
Innovación y también con sus potestades, pero el problema que considero particularmente importante 
es el que tiene que ver con la definición de quiénes serán los que van a estar al frente del organismo y 
cómo serán electos o designados. 


El tema del CONICYT, de su integración y potestades, así como el de su relacionamiento, 
son importantes. Digo esto, porque el Uruguay ha tenido dificultades en integrar e ir transformando un 
conjunto de organizaciones vinculadas al tema de la información y de la investigación relativamente 
importante que tiene nuestro país. Aquí se cuenta con muy pocos recursos, pero en algunas ocasiones 
se han logrado verdaderos milagros -en los ámbitos público y estatal, así como en el ámbito público de 
derecho privado y en el sector privado- que, muchas veces, han radicado en estos aspectos. 


Nosotros, de alguna forma, queremos armonizar las diversas organizaciones. Entonces, cada 
una de ellas, estando de acuerdo con ese concepto, sin duda que querrá tener voz en el asunto y, de 
ser posible, también voto. Esta es la verdad, cuando hablamos claro sobre el tema que tenemos arriba 
de la mesa y que no es fácil, ya que tampoco en el pasado se lo ha podido resolver contundentemente. 


El CONICYT, sin duda, significó un progreso importante; muchas veces coordinó 
adecuadamente programas, algunos de los cuales fueron muy exitosos y en otras ocasiones quedó en 
un estado de hibernación, por decirlo de alguna forma. 


Entonces, el tema no es fácil y, aunque no corresponde ahora pronunciarnos sobre él, creo 
que todos hemos estado pensando en cuál es la fórmula adecuada. 


Quería dejar constancia de un concepto más. En cuanto a lo relativo a las universidades 
privadas, debo aclarar que perdí parte del aporte -lo voy a leer en la versión taquigráfica- porque se ha 
prolongado una reunión de Bancada, que ni siquiera ha terminado ahora; sin embargo, no quise faltar y 
esta circunstancia hace que también algún otro Legislador no esté presente. 


Creo que la de estas Universidades privadas es, relativamente, una nueva realidad, pero que 
ya tiene una contundencia realmente brutal. Así como es importante que la Universidad de la 
República -a cuyos representantes hemos recibido en más de una ocasión- tenga su espacio y se 
sienta partícipe de esa innovación, también es importante que las Universidades privadas formen parte 
de esa misma innovación; no creo que le sirva al país que estas Universidades se sientan como una 
parte de segunda categoría en el tema. 


Sin ánimo de ingresar en temas polémicos, quiero decir que creo que ni siquiera el Ministerio 
de Educación y Cultura o el Gobierno comparten la forma en que ha quedado delineada la 
representación en el congreso del debate del tema educativo, en la cual, la Asociación de Estudiantes 
del IPA tiene más representación que todas las Universidades privadas juntas. Esto es así, es un dato 
numérico. 


Ahora bien, en un ámbito tan delicado e importante como este, en el cual las Universidades 
privadas han ganado legítimamente un espacio, tenemos que ver cómo, en definitiva, nos manejamos. 
En esto estoy de acuerdo con la señora Senadora Topolansky en cuanto a que no vamos a lograr la 


perfección, pero entiendo que sí debemos buscar algo de lo que todos se sientan partícipes. No sirve 
que en esto se deje por el camino a ninguna organización, ni a la Universidad pública, ni a las privadas 
ni a otras entidades que puedan moverse en este ámbito. 


Repito que el tema no es fácil; simplemente quería manifestar mi voluntad de lograr una 
fórmula en la cual todos encuentren un espacio donde puedan hacer oír su voz y sus opiniones sean 
tenidas en cuenta. De lo contrario, es posible que logremos algunos efectos benéficos como los 
expresados al comienzo, pero el viejo tema del sistema de innovación va a seguir sin resolverse, sin 
avanzar. 


Era cuanto quería decir, señor Presidente. 


SEÑOR OCAÑA.- A las Universidades de gestión privada nos interesa extraordinariamente el tema y, 
particularmente -y variando algunos detalles más o menos importantes-, que se conserve el espíritu de 
la concursabilidad. Ello implica que los proyectos sean aprobados, que se tenga cierta garantía de que 
son los mejores, que se evalúen y que haya menos influjo de intereses corporativos que, por otra parte, 
entendemos que son naturales. Esto nos parece muy importante para el país porque, en la medida en 
que las investigaciones que realicemos sean de calidad, el país va a progresar. 


Las Universidades privadas sabemos que podemos colaborar en este aspecto con proyectos 
de calidad y, en ese sentido, tenemos mucho interés también en estar presentes, ya que en nuestras 
Universidades se investiga y, en algunos casos, en proyectos de gran relevancia. Sí es verdad que la 
investigación en las Universidades privadas tiene una dificultad especial y, precisamente, esperamos 
de este proyecto un poco de ayuda para superarla. Esa dificultad radica en que no tenemos más 
ingresos que los que surgen de las cuotas de los alumnos y, por lo tanto, los gastos de investigación 
deben ser costeados por ellos. Por eso, el acceder a fondos distintos de las cuotas de los alumnos 
para financiar la investigación, para nosotros es muy importante, ya que estamos haciendo un gran 
esfuerzo en esta área, pero necesitamos al mismo tiempo un estímulo para hacerla sustentable sin 
cargar el gasto sobre los hombros de los que, por otro lado, ya están pagando su propia enseñanza sin 
pesar sobre el país entero. En ese sentido insistimos en que el punto central es que se garantice esa 
concursabilidad, es decir, que el criterio fundamental por el que se otorguen los recursos sea la 
excelencia de los proyectos, la verificación de su culminación y que cumplen con sus objetivos, 
etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queremos adelantarles que en la Comisión hay opinión unánime en cuanto al 
carácter concursable de los proyectos como tema básico y que nadie lo ha puesto en discusión. 


Agradecemos la información que nos han brindado, que será de utilidad para el trabajo de la 
Comisión. 


(Se retira de Sala la delegación del Consejo de Rectores de Universidades Privadas del Uruguay) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


